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			LA EXPERIENCIA FERROVIARIA  EN AMÉRICA LATINA: UNA INTRODUCCIÓN

			SANDRA KUNTZ FICKER

			Desde la invención de la rueda hace más de 5 000 años, en el transporte terrestre se hicieron pocas innovaciones a lo largo de la historia. Durante siglos, el único medio disponible para el traslado de bienes y personas por tierra fue el de carros tirados por animales —si no consideramos la posibilidad de montar directamente sobre animales, por supuesto—. De ahí que se pueda decir sin temor a exagerar que el tren jalado por una locomotora de vapor, utilizado por primera vez en 1825, fue la más importante innovación en la historia del transporte terrestre hasta la aplicación del motor de combustión interna al automóvil a finales del siglo XIX. Todavía pasaron varias décadas antes de que los vehículos automotores empezaran a competir con los ferrocarriles, puesto que para ello era necesario que se tendieran caminos pavimentados en los cuales pudieran transitar. Mientras esto ocurrió, los ferrocarriles fueron el principal vehículo terrestre moderno para el movimiento de bienes y personas. Al reducir drásticamente los costos del transporte, intensificaron el flujo de mercancías entre comarcas distantes y aumentaron la movilidad de la población; acortaron distancias e integraron mercados y territorios. Todo ello ha hecho que el periodo centenario que arranca en el tercer decenio del siglo XIX sea considerado por muchos como la era del ferrocarril.

			Desde sus orígenes en Inglaterra, el transporte ferroviario se expandió rápidamente por Europa y Estados Unidos, donde en 1840 existían ya 3 000 km de vía construida, mismos que se habían multiplicado por 10 para 1860. En ese país el sistema de canales proporcionaba un medio alternativo muy económico para muchas rutas del interior, pero las vías férreas tenían las ventajas de que se podían tender en cualquier lugar y estar disponibles en forma ininterrumpida a lo largo del año. De acuerdo con Rodrigue, Comtois y Slack, el costo del transporte se redujo en 95% entre 1815 y 1860 gracias a la existencia del ferrocarril. En Estados Unidos, la madurez del sistema se alcanzó probablemente entre 1869 y 1883, lapso en que se concluyeron las cuatro rutas transcontinentales (entre el Atlántico y el Pacífico) que habrían de atravesar su extenso territorio.

			En América Latina, esta innovación en el transporte tocó por primera vez en Cuba, con el tendido de una vía férrea de 28 km desde La Habana hasta Bejucal. La línea se terminó en 1837, cuando la isla era aún colonia española, 12 años antes de que el ferrocarril apareciera en España. Aunque en 1836 se otorgó una concesión para construir ferrocarriles en México, el proyecto quedó trunco durante varios decenios. Si se excluyen las colonias británicas (en Jamaica y la Guyana Británica se colocaron las primeras líneas en el decenio de 1840), habrían de transcurrir casi quince años antes de que el resto de Latino­américa conociera el transporte ferroviario. Ello ocurrió en 1851, cuando comenzó a operar el ferrocarril Lima-Callao en Perú y se concluyó la primera línea férrea en Chile, con 80 km de extensión. En el mismo decenio se inauguró la comunicación ferroviaria en Brasil (1854), Panamá (1855) y Argentina (1857). Para el decenio de 1870 operaban las primeras líneas de México, Colombia y Uruguay. Si se considera el diverso ritmo de avance de un lugar a otro, puede estimarse que en América Latina el sistema ferroviario alcanzó una etapa de madurez hacia principios del siglo XX, aunque el distinto alcance de la expansión ferroviaria en cada país obligue a matizar el significado de esta noción.

			Aun cuando el tema de los ferrocarriles ha sido objeto de estudios monográficos en casi todas las naciones latinoamericanas, hasta la fecha se han publicado pocos trabajos que adopten una perspectiva histórica y cuya cobertura geográfica rebase el horizonte nacional, ya no digamos que abarque la región en su conjunto. Es por ello digno de mención el trabajo coordinado por Jesús Sánz sobre los ferrocarriles en Iberoamérica, publicado en 1998, un esfuerzo loable que incluyó no sólo un conjunto de monografías sino una recopilación de datos estadísticos de gran utilidad. En los últimos lustros sólo podemos añadir a esa obra pionera los artículos de Alfonso Herranz, que con propósitos comparativos han incluido varios países de América Latina en pos de objetivos analíticos muy específicos.

			El propósito de este libro es ofrecer un acercamiento al estudio de los ferrocarriles en América Latina delimitado por tres criterios básicos. En primer lugar, en vez de intentar una síntesis que abarque apretadamente todos los países de América Latina, hemos optado por profundizar en el análisis de ocho casos representativos de distintas zonas geográficas, cada uno a cargo de un especialista del país en cuestión. México (escrito por la autora de estas líneas), las Antillas hispanas (Oscar Zanetti) y Colombia (Juan Santiago Correa) en el centro-norte del continente; Brasil (Maria Lúcia Lamounier) y Perú (Luis Felipe Zegarra) en el área central de Sudamérica, y Uruguay (Gastón Díaz), Argentina (Andrés Regalsky y Elena Salerno) y Chile (Guillermo Guajardo) en el extremo sur. El principal sacrificio de esta selección son los países centroamericanos, así como los casos de Bolivia, Venezuela, Ecuador y Paraguay en Sudamérica. No obstante, la selección abarca 95% de lo que fue la red ferroviaria de América Latina y el Caribe en 1912, y un porcentaje aún mayor en el que podría considerarse el momento culminante de la expansión a fines del decenio de 1920. Los casos elegidos ilustran también experiencias diversas en términos del ritmo de construcción, las políticas de fomento, el origen y las formas de propiedad, el trazado de las líneas y su relación con otros medios de transporte, así como los efectos del ferrocarril. De ahí que su estudio permita ilustrar los diversos “modelos” de desarrollo ferroviario adoptados en la región y los distintos matices en la contribución económica de este medio de transporte en el conjunto latinoamericano.

			En segundo lugar, en vez de escribir una historia general de los ferrocarriles, hemos optado por concentrar nuestra atención en lo que denominamos “la era de la expansión ferroviaria”. Empleamos esta designación para referirnos al periodo en el cual la construcción de vías férreas se produjo con mayor intensidad, que en términos generales coincidió con los años en que los ferrocarriles gozaron de un virtual monopolio del transporte terrestre moderno y tuvieron por ello un mayor efecto en las áreas afectadas por su paso. En todos los casos analizados esta “era dorada” de los ferrocarriles llegó a su fin en algún punto durante la primera mitad del siglo XX, y generalmente antes de la depresión de los años treinta. A diferencia de lo que sucedió en otras latitudes, el declive que se experimentó entonces no se revirtió posteriormente, lo que significó la marginación del transporte ferroviario de la vida económica y social de esta región. De conformidad con este criterio, todos los capítulos dedican la parte medular del análisis a la era de la expansión en la historia ferroviaria de su país. No obstante, el periodo posterior, desde que empieza el declive hasta la reciente experiencia de la privatización de los sistemas ferroviarios y la situación actual, se aborda también brevemente en el epílogo con que se cierra cada uno de los capítulos. El resultado es una visión de conjunto de la historia de los ferrocarriles de cada país en la que se privilegia el estudio del periodo en el que aquéllos fueron más importantes para la vida nacional. Cabe aclarar que este criterio no significa que la cobertura temporal sea la misma en todos los capítulos del libro: como veremos en seguida, la fase expansiva de los ferrocarriles tuvo una duración diversa en los diferentes países, debido a que tanto el arranque de la construcción como el inicio del declive se produjeron en momentos distintos.

			En tercer lugar, el enfoque que adoptamos para estudiar la era de la expansión ferroviaria es el de la historia económica. Esto significa concentrar el análisis en aspectos como las implicaciones económicas de la falta de medios de transporte y las consecuencias de su disponibilidad; las pautas de inversión y las formas y orígenes de la propiedad; los enlaces de los ferrocarriles con el resto de la actividad económica, así como el alcance de su contribución a la economía de cada país o región. Otras dimensiones de la historia ferroviaria, como la social, política o cultural, pueden ser mencionadas en forma incidental, pero básicamente quedan fuera de nuestro espectro analítico. El acercamiento que ofrecemos desde la historia económica tampoco es exhaustivo. Aunque en algunos capítulos se aborda el transporte de pasajeros, la atención se centra en el tráfico de carga, que en todos los países representó al menos dos terceras partes del negocio ferroviario y cuyos efectos en la economía son más claramente perceptibles y han sido más estudiados por la historiografía. Cuestiones relacionadas con la dinámica empresarial se tratan en forma somera, y el aspecto laboral no es materia de análisis por considerarse un objeto de estudio complejo que merece por sí mismo una indagación. Por cuanto el propósito es presentar una historia mínima, hemos procurado combinar el uso de una estructura analítica relativamente sencilla y un lenguaje llano con el propósito de ofrecer una visión rigurosa y actualizada acerca de este fenómeno. Por requerimientos editoriales, hemos omitido las referencias de pie de página, aunque ofrecemos una bibliografía básica por país y procuramos hacer mención de los autores de las ideas o propuestas interpretativas que se manejan en el cuerpo de cada uno de los trabajos.

			LOS HILOS CONDUCTORES

			Si bien los capítulos poseen rasgos particulares relacionados con las especificidades de cada caso y con el estilo propio de sus autores, hemos procurado establecer hilos conductores comunes a fin de imprimir cierta armonía en el conjunto y de construir argumentos que faciliten la comparación. En tal sentido, todos los textos se ocupan en alguna medida de los siguientes temas: a) el estado de los transportes antes de la llegada del ferrocarril; b) el proceso de expansión ferroviaria: su periodización, el origen de las inversiones y las características de la propiedad (pública/privada, nacional/extranjera), así como los costos y las políticas de fomento adoptadas por los gobiernos; c) las características del sistema ferroviario durante la era de la expansión: el trazado de la red, su funcionamiento, sus alcances y limitaciones; d) el impacto económico de los ferrocarriles: el cambio en los costos del transporte y sus consecuencias en la organización y la integración de la economía, las relaciones de los ferrocarriles con otras actividades económicas, los ahorros sociales. Como se mencionó, los capítulos concluyen con un epílogo en el que se narra la evolución del sistema ferroviario en lo que podría llamarse “la era del declive”, es decir, desde el momento en que la era de la expansión llegó a su fin hasta la época actual. Las siguientes páginas toman elementos de estos capítulos para ofrecer algunas comparaciones, así como una visión de conjunto sobre los países estudiados.

			El transporte antes del ferrocarril

			Un rasgo común a todos los países latinoamericanos, y por supuesto a los que nos ocupan en este volumen, es la precaria situación del transporte terrestre antes de la llegada del ferrocarril. Muchas veces se trataba de caminos angostos que perpetuaban las antiguas rutas indígenas; otras, de carreteras habilitadas durante la Colonia que sin embargo habían sido desatendidas durante décadas tras la Independencia. Aun en países que invirtieron en la reparación de sus caminos, como Chile, los trabajos, además de costosos, resultaban lentos e imperfectos. En incontables zonas las condiciones naturales creaban grandes dificultades al tránsito, debido a una orografía abrupta o al paso de ríos —y la falta de puentes para cruzarlos—. En casi todos lados las carreteras existentes eran de uso estacional, puesto que en época de lluvias se volvían prácticamente intransitables. Incluso en Cuba, que por su condición insular y su forma alargada dependía un poco menos del transporte terrestre, el suelo arcilloso y la prolongada temporada de lluvias obstaculizaban el movimiento de bienes y personas desde el occidente hasta el puerto de La Habana.

			En todos los casos estudiados, los principales medios de transporte disponibles eran los animales (caballos, llamas, mulas); en casi todos, las carretas jaladas por animales (caballos, mulas y más comúnmente bueyes) y, para el traslado de pasajeros, los carruajes o diligencias. Cada uno proporcionaba ventajas bajo ciertas condiciones, pero en conjunto ofrecían poca capacidad de carga, eran considerablemente lentos y de costo elevado. En Colombia, donde los caminos se superpusieron a las estrechas rutas indígenas, predominaron por esa misma razón las mulas y los cargadores humanos, pero ambos tenían una capacidad de carga muy reducida. En Perú casi no existían vías en las que pudieran transitar vehículos con ruedas, por lo que prevalecía el transporte a lomo de mula y llama. Cuando las condiciones lo permitían, se utilizaban carretas para el movimiento de productos regionales o manufacturas importadas, pues podían transportar mayores volúmenes aunque estuvieran constreñidas a ciertas rutas y temporadas del año.

			En territorios extensos, como los de Brasil, Argentina y México, los traslados podían ser extremadamente prolongados. En Argentina, como narran Regalsky y Salerno, las grandes distancias que separaban a las ciudades importantes se combinaban con la precariedad del sistema de transporte para hacer que el recorrido en carreta entre Buenos Aires y Mendoza (unos 1 000 km) tomara 50 días; 30 días hasta Córdoba, a 700 km de la capital. La velocidad de los traslados se duplicó con la introducción de carros de cuatro ruedas (en vez de carretas montadas sobre dos ruedas), cuyo uso implicaba, sin embargo, un costo mayor. Incluso en naciones pequeñas los recorridos podían ser excesivamente dilatados: en Uruguay, consumía 20 días trasladarse por carreta desde Montevideo a Artigas, una distancia de 600 km. En algunos casos, a los inconvenientes derivados de la distancia y las condiciones geográficas se sumaban los de origen social o institucional. Por ejemplo, en México el tráfico carretero estaba sujeto a peajes y a los costos y regulaciones que imponían las aduanas interiores y, al igual que en otros lugares, padecía el acecho de salteadores que infestaban los caminos.

			Lo que creaba una gran diferencia entre los países del subcontinente en lo que respecta al tráfico interior era la disponibilidad o no de ríos navegables. Mientras que Argentina, Colombia, Brasil y Uruguay tenían rutas de navegación fluvial que sustituían o complementaban al transporte carretero, México, las Antillas y Perú carecían en gran medida de ellas, o por lo menos no las tenían en donde se les necesitaba, es decir, en las zonas más habitadas (como en Perú). Entre los países que disponían de comunicación fluvial había también grandes diferencias, pues mientras que algunos disfrutaban de ella en grandes extensiones del territorio o para conectar las zonas más pobladas, como Colombia y Brasil, otros se beneficiaban de ella sólo para unas cuantas poblaciones del litoral, como Argentina y Uruguay. La navegación fluvial tenía las ventajas del bajo costo, una mayor capacidad de carga y en la segunda mitad del siglo —y en algunos lugares— la introducción de la tecnología del vapor, pero estaba obviamente restringida por los itinerarios que marcaban el cauce de los ríos y sus fragmentos navegables.

			Todas las naciones que se estudian aquí poseen zonas costeras que posibilitan el tráfico de cabotaje entre las poblaciones de los litorales. Aunque en principio éste no debe considerarse parte de la comunicación interior, en países relativamente pequeños y con una amplia franja costera, como Uruguay, estrechos y alargados, como Chile, o insulares, como las Antillas, aquél constituía un medio importante para la comunicación entre ciudades y asentamientos costeros en los que se concentraba una parte considerable de la población. Los alcances de esta clase de tráfico frecuentemente estaban limitados por la falta de instalaciones en los puertos y, entonces, por el menor tamaño y capacidad de carga de las embarcaciones que podían arribar a ellos. En países con grandes extensiones tierra adentro, el cabotaje no contribuía en medida significativa a resolver el problema de un transporte interior precario ni a superar la fragmentación territorial resultante, sobre todo si, como en el caso de México, la mayor parte de la población no habitaba en las costas, sino en la meseta central.

			Las consecuencias de un sistema de transportes insuficiente y costoso abarcaban todos los ámbitos de la vida de un país, desde el político-administrativo hasta el militar, pasando por las dimensiones social y cultural. Entre sus implicaciones económicas cabe mencionar, por su importancia, la fragmentación de los mercados, que se traducía en una escasa densidad de los intercambios y en el carácter altamente discriminatorio de la canasta de productos transportables. Mientras que las mercancías de alto valor por unidad de volumen (como los metales preciosos o productos agrícolas como la vainilla y el café) podían tolerar los costos del traslado en estas condiciones, productos baratos como los que componían la canasta básica (maíz, frijol, papa) se veían constreñidos a consumirse localmente o a recorrer distancias muy breves, pues su bajo precio no soportaba el elevado costo del transporte. La falta de integración de los mercados desalentaba la especialización productiva y la producción en gran escala, al tiempo que impedía el aprovechamiento de las ventajas comparativas de cada región.

			Ritmo y características del auge ferroviario

			La aparición del nuevo medio de transporte terrestre despertó grandes expectativas en todo el mundo. Apenas 10 años después de la instalación en Inglaterra de las primeras vías sobre las que correría una locomotora movida por vapor, en México y Cuba se otorgaron concesiones para iniciar proyectos de este tipo. En México su realización se postergó durante 36 años, pero en Cuba se produjo de inmediato, lo que llevó a la inauguración de un ferrocarril tan temprano como en 1837. Como nos informa Oscar Zanetti, este acontecimiento hizo de la isla caribeña el séptimo país del mundo y el primero de América Latina en disponer de la gran innovación del siglo XIX. Transcurrieron casi tres lustros antes de que otros países de la región inauguraran un camino de hierro: en 1851, Perú abrió una ruta entre Lima y Callao, y Chile el primer tramo en la zona minera del norte. Pronto se sumaron, aunque en un principio con extensiones modestas, Brasil (1854) y Argentina (1857). Colombia tuvo una experiencia temprana con la construcción del Ferrocarril de Panamá entre 1850 y 1855, pero más bien tardía respecto al resto de los proyectos, que arrancaron apenas en el decenio de 1870. Uruguay y México deben considerarse como casos tardíos, aunque por razones distintas. Uruguay, por la simple razón de que la primera concesión se otorgó apenas en 1866, para una línea abierta en 1869, y México porque la construcción de la línea entre la capital y el puerto de Veracruz avanzó penosamente y con largas interrupciones a partir de 1837, abriendo a la operación algunos fragmentos antes de inaugurarse en 1873.

			El hecho es que para 1870 Cuba encabezaba la lista de países latinoamericanos que disponían de vías férreas con 1 300 km construidos, seguido de lejos por Brasil (745) y Argentina (732). En este aspecto, sólo sería rebasada 10 años más tarde, cuando Brasil, Argentina y Perú exhibirían una extensión de más de 2 000 km (y Cuba de menos de 1 500), antes del salto espectacular que se produciría en los años ochenta y llevaría a Brasil, México y Argentina a rondar los 10 000 km de red.[1] Este resultado denotaba el inicio de la mayor fase expansiva en la historia de los ferrocarriles latinoamericanos, perceptible ya en los decenios de 1880 y 1890, pero que alcanzó su mayor intensidad entre 1890 y 1910. En este lapso de 20 años, se tendió un promedio de 3 759 km por año de vías férreas en América Latina. A partir de 1910 el crecimiento de las líneas procedió a un ritmo mucho menor (1 562 km por año, en promedio), y se volvió insignificante entre 1930 y 1950 (387 km anuales), revelando que la era de la expansión ferroviaria había llegado a su fin. Aunque la fase expansiva no se dio exactamente de la misma forma y en los mismos tiempos en cada uno de los países, la forma de campana de la gráfica 1 ilustra con claridad el ciclo referido.

			En términos generales, el arranque del proyecto de expansión ferroviaria tuvo que ver con el logro de cierta estabilidad política y el ascenso de regímenes liberales —autoritarios o no— con ideas muy claras respecto a lo que se requería para impulsar la prosperidad nacional. Éstas incluían cambios en las reglas del juego orientadas a crear mejores condiciones para la inversión, una actitud de mayor apertura respecto al mundo exterior y el convencimiento de que el ferrocarril constituía una condición sine qua non para el adelanto económico. Ciertamente, la precocidad de Cuba en el ámbito ferroviario se explica por su temprana inserción en el mercado internacional como proveedora de azúcar, y condiciones similares impulsaron el tendido de las primeras líneas en Chile y Brasil. Pero en otros países de la región, desde Argentina y Perú hasta México, el primer impulso para la construcción de ferrocarriles tuvo lugar antes de que se produjera el auge exportador, como resultado del empeño modernizador de las élites liberales.
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			Lo que es más, incluso en aquellos países en los que el tendido de vías férreas respondió al estímulo de actividades exportadoras, las primeras líneas fueron el resultado de energías domésticas. En estos emprendimientos participaban propietarios y comerciantes nativos con el apoyo de los gobiernos nacionales (y en ocasiones provinciales), aunque en general sus logros fueron modestos. Cuba vuelve a ser una excepción en este último sentido, puesto que el éxito exportador le permitió conformar una red de dimensiones respetables que hasta 1880 había podido prescindir de la participación directa de capital extranjero, con la peculiaridad adicional de que casi dos terceras partes (14 000 de 20 000 km) de la red que llegó a ostentar estuvo compuesta por los llamados “ferrocarriles industriales”, es decir, vías construidas por las compañías azucareras o mineras para su uso privado.

			En Perú, varios empréstitos y el boom del guano impulsaron un auge de construcción por parte del Estado entre 1865 y 1875 (1 700 km en 10 años), que fue complementado por los recursos de hacendados que financiaban la construcción de líneas para conectar sus propiedades con las ciudades o los puertos. En México, tras el impasse que siguió a la terminación del Ferrocarril Mexicano en 1873, el gobierno federal otorgó concesiones y ofreció subsidios a los gobiernos estatales con miras a fomentar la conformación de una red férrea con recursos propios, con un logro extremadamente modesto (226 km construidos en cuatro años). Lo cierto es que estas realizaciones “autónomas” tenían un límite insalvable. Más temprano que tarde, la magnitud de la empresa ferroviaria y la brecha tecnológica que separaba a las economías latinoamericanas de esta innovación marcaron los alcances de estos esfuerzos pioneros con recursos nacionales.

			La existencia de estos antecedentes permite enfocar la siguiente fase, más exitosa gracias al arribo del capital extranjero, bajo una óptica algo distinta. Es conocida la idea, por lo demás cierta, de que esa fase, iniciada en la década de 1880, se correspondió con el ciclo expansivo del mercado internacional de capitales y la búsqueda de alternativas de inversión que además sirvieran para vincular comercialmente a los países receptores con el mundo atlántico. Pero existe otra dimensión del proceso, menos destacada por la literatura, consistente en el hecho de que las élites políticas y empresariales locales tenían en la mira el mismo proyecto de modernización e inserción en la economía mundial y encontraron en el nuevo contexto internacional una oportunidad única para llevarlo a cabo. Vista de esta manera, la creciente participación de inversionistas extranjeros en las empresas ferroviarias latinoamericanas aparece menos como una imposición ajena a los intereses nacionales, y más como la oportunidad que las élites locales esperaban para dinamizar sus economías y encaminarse por la senda del progreso material.

			En promedio, se tendieron 1 000 km anuales de vías férreas en América Latina durante el decenio de 1870. Ese ritmo casi se duplicó entre 1880 y 1890 y volvió a duplicarse entre 1890 y 1910. Durante estos 20 años se construyó un promedio anual de 3 800 km de ferrocarril en Latinoamérica, una cifra a todas luces notable que señala la fase de más intenso crecimiento de la red en la región. Entre 1910 y 1930 se produjo una desaceleración en la expansión de las líneas, con 1 500 km como promedio anual, antes de caer a menos de 400 km por año en los dos decenios siguientes. Respecto al timing de la expansión, se identifican dos patrones principales. La mayor parte de los países experimentó la fase de más intenso crecimiento antes de 1910, de manera que para ese año habían construido al menos dos terceras partes del sistema que llegarían a tener para 1930. Un grupo minoritario, formado por Colombia y Perú, vivió la etapa de mayor expansión entre 1910 y 1930, lapso en el cual se tendió entre 55 y 70% de las líneas disponibles en 1930.

			Así, el ciclo expansivo de los ferrocarriles latinoamericanos se cerró en algún momento entre la primera Guerra Mundial y la crisis de 1929. Para los países con predominio de influencia británica, el año de 1914 marcó el fin de la etapa de crecimiento, por lo menos de aquella protagonizada por el capital extranjero. En Uruguay y Argentina simplemente se detuvo el tendido de líneas, aunque las empresas siguieron invirtiendo en la realización de mejoras y la incorporación de ciertas innovaciones, como la transición al uso de gasoil, la electrificación o la introducción de locomotoras diésel en ciertos tramos. En países de arranque tardío (como Colombia y Perú) o de predominio estadounidense en la propiedad de las empresas (como Cuba y Puerto Rico), la expansión continuó hasta 1929. De hecho, en Perú la tercera parte de la red fue construida entre 1910 y 1930, incluyendo dos importantes ferrocarriles eléctricos. En México, la guerra civil que estalló a fines de 1910 truncó prematuramente un proceso que quizá hubiera continuado por dos décadas más. Así lo sugiere el número de concesiones que en aquel año se encontraban vigentes y en vías de materializarse y que debieron ser suspendidas, algunas definitivamente, como consecuencia de la Revolución.

			Público y privado, nacional y extranjero

			El interés de los capitalistas extranjeros y de los gobiernos nacionales podía converger en el propósito general de construir ferrocarriles, pero no necesariamente en otros aspectos del proyecto modernizador. Mientras que aquéllos buscaban facilitar el aprovechamiento de los recursos naturales que ofrecían las áreas abiertas por el ferrocarril, éstos abrigaban un propósito más amplio de mejoramiento e integración material que sólo en parte se derivaría del logro de aquel objetivo. De ahí que en algunos casos el arribo de la inversión foránea no cancelara la participación de empresarios locales y particularmente del Estado en la promoción de vías férreas, sobre todo en ciertas rutas consideradas estratégicas para el país. Por lo demás, esta participación se veía favorecida por el creciente éxito económico de las actividades exportadoras, al cual contribuyó en mayor o menor medida la existencia del ferrocarril. En algunos casos, como el de Chile, se produjo entonces una suerte de división del trabajo en virtud de la cual los capitales extranjeros se concentraron en las zonas productoras de riqueza exportable, mientras que el Estado tuvo una activa participación en la expansión ferroviaria hacia las zonas del centro y el sur, con el propósito de integrarlas. En otros casos, como el de Argentina, los recursos externos y del Estado se combinaron para cumplir objetivos que no parecieron contradictorios: por un lado, la integración territorial, la expansión de la frontera agrícola y de colonización (con líneas hacia Santa Fe, Córdoba y Tucumán); por el otro, la promoción de las exportaciones, primero ganaderas y luego cerealeras (en la provincia de Buenos Aires y la región pampeana).

			La participación del Estado tampoco se deja reducir a un solo patrón. En Chile, como se relata en el capítulo respectivo, existió desde 1884 una compañía ferroviaria estatal que creció con el tiempo mediante la adquisición de empresas originalmente privadas. Algo similar sucedió en Brasil, donde la presencia estatal fue una constante a lo largo de todo el proceso. De hecho, para 1914, 60% de las líneas en este país eran de propiedad pública —aunque con predominio de administración privada—. En Uruguay, en cambio, a la llegada del capital extranjero el Estado no participó de manera directa en el negocio ferroviario, sino que lo hizo solamente mediante la promoción de las empresas privadas. En Cuba, la recesión económica provocada por el descenso de los precios y de la producción azucarera en el decenio de 1880 provocó un retroceso en la participación de los gobiernos locales y el progresivo traspaso de las principales líneas a manos de empresas extranjeras. En Perú, los activos de propiedad estatal se entregaron a empresas privadas como un mecanismo para el pago de la deuda pública. En Jamaica, el primer tramo de vía, originalmente privado, alternó entre la propiedad pública y la privada hasta quedar definitivamente en manos del Estado en 1900. En México, la fase expansiva en el tendido de líneas fue dominada por capitales foráneos, con la excepción de un tramo que el gobierno consideraba estratégico (el que cruzaba de un lado a otro el Istmo de Tehuantepec) y cuya construcción financió en forma directa recurriendo al endeudamiento para comprar los servicios de un contratista.

			En términos generales, la etapa de mayor auge en la construcción coincidió con el apogeo de las exportaciones latino­americanas, en el que convergieron grandes flujos de inversión extranjera con una etapa de estabilidad y prosperidad en las finanzas públicas de los países participantes. En esta fase los países sudamericanos, crecientemente vinculados por sus intercambios comerciales a Gran Bretaña, recibieron de ese país la mayor parte de los recursos para la expansión de los caminos de fierro, incluso si en ocasiones se empleaba tecnología estadounidense para su equipamiento. En Argentina y en Brasil las inversiones británicas se complementaron en menor medida con las de capital francés, y durante un corto periodo (entre 1907 y 1914) con las de Estados Unidos. México fue el único país que recurrió casi por igual a los dos principales mercados de capitales de la época para construir sus ferrocarriles: el británico y el estadounidense. Con la excepción del Ferrocarril de Panamá, fue sólo a partir de 1898 que Estados Unidos incursionó seriamente en la construcción de ferrocarriles en otras áreas de América Latina: entre los que estudiamos, Cuba y Puerto Rico, pero también lo harían en los países de América Central.

			Buena parte de la inversión se sufragó mediante la colocación en los mercados financieros de títulos-valores (acciones, debentures, obligaciones), adquiridos básicamente por rentistas que buscaban sólo un rendimiento para sus ahorros, y en este sentido se trataba de inversiones de portafolio. No obstante, casi todas las compañías se constituyeron y permanecieron firmemente en manos de empresarios de los mercados donde se colocaron dichos valores, lo que las define como inversiones directas. Desde hace algunos años se viene utilizando para este tipo de empresas la denominación de free-standing companies. El término fue acuñado por Mira Wilkins para referirse a compañías formadas en un país (por ejemplo, Gran Bretaña) con el propósito de operar en otro (digamos, Argentina), sin que aquéllas estuvieran conectadas en términos legales o de propiedad con alguna otra compañía que operara en el país de origen dentro de la misma línea de actividad. Esto las distingue de las modernas multinacionales que imperaron en la inversión internacional durante el siglo XX, sobre todo por parte de Estados Unidos. Con pocas excepciones, las empresas extranjeras que nos ocupan tenían esta característica y deben ser consideradas, desde la perspectiva del país que aportaba los fondos, como inversiones directas. En Sudamérica era común que en estas empresas hubiera también participación de capital doméstico. Por ejemplo, en Argentina muchos accionistas eran miembros de la comunidad británica en Buenos Aires o empresarios nativos con intereses en las áreas que habría de servir el ferrocarril, por lo que Colin Lewis definió esas empresas como “anglocriollas”. Por lo demás, en este país también las compañías de capital francés (aunque estuvieron controladas desde el comienzo por grandes establecimientos bancarios de París), se conectaban, mediante negocios relacionados, con la élite local.

			Las empresas británicas en México también operaron como free-standing companies. En cuanto a las de origen estadounidense, aunque por prescripción contractual todas eran jurídicamente mexicanas y autónomas respecto a cualquier interés en su país de origen, muchas se encontraban conectadas en términos accionarios a compañías que operaban en ese país, de las cuales eran en realidad una extensión. Tras la dramática experiencia de la intervención francesa, el gobierno de Porfirio Díaz tuvo el acierto de introducir en los contratos una prescripción según la cual todas las empresas concesionarias se considerarían como mexicanas y se someterían a la jurisdicción de tribunales mexicanos, sin la posibilidad de recurrir a leyes o gobiernos extranjeros. Esta norma, que en Argentina se aplicó también tempranamente bajo la forma de la Doctrina Calvo, sentó un precedente importante y valioso que preservó a los países de injerencias indebidas como resultado de la presencia de importantes intereses económicos extranjeros en el negocio ferroviario. En Colombia, en cambio, Juan Santiago Correa refiere que como resultado de la ausencia de este precepto, las concesiones estuvieron sujetas a juicios y arbitrajes por tribunales internacionales, así como a continuas negociaciones diplomáticas con otros gobiernos. Esta falla institucional alcanzó visos de extrema gravedad en el caso del Ferrocarril de Panamá, donde actuó como factor desestabilizador para el país debido a la asimetría de poder entre el gobierno de Colombia y el correspondiente a los propietarios de la empresa (de Estados Unidos).

			Casi siempre el inicio de la experiencia ferroviaria estuvo marcado por el otorgamiento de concesiones sobre una base casuística que, del lado del gobierno, parecía responder a la lógica de que, habiendo una carencia absoluta, todas las líneas que se pudieran construir eran buenas. Del lado de los inversionistas, es de esperar que prevaleciera una racionalidad empresarial ligada a la obtención de beneficios. De ahí que los primeros ferrocarriles se tendieran en zonas pobladas y desarrolladas o con un ostensible potencial de crecimiento en el corto plazo. Luego, es probable que empezaran a diferenciarse los proyectos conforme a objetivos distintos, aunque el otorgamiento de las concesiones seguía careciendo de un plan general. En algunos casos se expidieron en una fase más o menos temprana reglamentos y leyes que pretendían ordenar la política de concesiones, u organismos encargados de regular la operación del sistema, como en Chile. Sólo en una etapa de madurez, en algunos países se observa un afán de planeación y jerarquización que llevó a establecer prioridades y otorgar grados diferenciados de respaldo gubernamental, como ocurrió claramente en México tras la crisis financiera de inicios del decenio de 1890.

			El fomento a la expansión ferroviaria

			Si la expansión del mercado financiero internacional hizo disponibles grandes masas de capitales para la inversión, la mayor capacidad recaudatoria de los Estados receptores derivada del auge exportador proveyó los recursos para respaldar los proyectos, aunque ello ocurrió, naturalmente, de acuerdo con las circunstancias de cada nación.

			Como narra Oscar Zanetti en el capítulo sobre las Antillas, Cuba fue el único país que no se vio en la necesidad de otorgar subsidio alguno como forma de estimular la construcción de vías férreas, las cuales aparecían por sí mismas como un negocio rentable para los inversionistas —en un principio, predominantemente nacionales—. Sólo a partir del siglo XX el gobierno acordó un subsidio proporcionalmente modesto para las líneas estado­unidenses que buscaban comunicar el hasta entonces marginado oriente de la isla. Fuera de esta situación excepcional, todos los países se vieron empujados a fomentar la expansión ferroviaria debido a la conjunción de dos percepciones. Por un lado, que era ésta una empresa riesgosa cuya rentabilidad para los mercados financieros donde debía fondearse estaba en duda, por lo que en ausencia de subsidios no se llevaría a cabo. Por el otro, que se trataba de un proyecto indispensable para el progreso y la integración nacional, razón por la cual era merecedor del respaldo estatal.

			Ahora bien, el paso de este consenso más o menos unánime entre los gobiernos (de América Latina y otras partes del mundo) al diseño específico bajo el cual habría de subsidiarse a las compañías constructoras no era sencillo ni mucho menos automático. El análisis de las consideraciones que condicionaron las distintas formas de subvención a los ferrocarriles y la historia de los debates que seguramente precedieron su implementación está por hacerse. De los casos estudiados aquí se desprenden algunas reflexiones de interés.

			Encontramos en nuestra muestra ejemplos representativos de las distintas modalidades de subvención al tendido de vías férreas. Las más recurrentes eran la garantía de rentabilidad otorgada por el Estado, el subsidio fijo por kilómetro construido, el otorgamiento de tierras y la concesión de una “zona de privilegio” por un tiempo determinado para evitar la competencia de otras líneas. A ellas se sumaban las exenciones comúnmente otorgadas a la importación de materiales y equipo ferroviario. La comparación permite sopesar que hubo gobiernos mesurados en el otorgamiento de subsidios (como el de México) y otros sumamente generosos (como el de Brasil en una primera etapa), todo ello enmarcado en las circunstancias prevalecientes en cada país y en la forma en que éstas evolucionaron a lo largo del periodo.

			En Brasil, tal como describe Maria Lúcia Lamounier, las líneas que se tendieron en la zona cafetalera eran muy lucrativas y podían prescindir del apoyo estatal; no así las que se construyeron en la zona azucarera. Aquí, las primeras concesiones gozaban de casi todos los beneficios mencionados: la garantía de utilidades (de entre 5 y 7%), la zona de privilegio de 30 km a ambos lados de la línea, las exenciones de impuestos a los materiales importados y una más, que no aparece en los otros casos: la prioridad para explotar el subsuelo y comercializar los terrenos baldíos situados en la zona de privilegio. El plazo de las concesiones, originalmente de 90 años, se redujo en 1870 a 50 años, y en 1873 se empezó a sustituir la garantía de interés con un subsidio por kilómetro construido. Ambos tipos de subsidio se extinguieron por ley a fines de 1903. En Colombia se combinaron las distintas formas de subvención, incluyendo las concesiones de tierras, los subsidios por kilómetro construido y la garantía de rendimiento (de entre 6 y 7% sobre el capital suscrito), sufragada con endeudamiento externo. Como explican Regalsky y Salerno en el capítulo respectivo, también en Argentina se adoptaron estas tres modalidades, aunque la principal fue la garantía de utilidades. En Perú se recurrió a varios de estos mecanismos, que se fueron adoptando en forma sucesiva. La primera empresa obtuvo un privilegio exclusivo sobre la ruta elegida por 25 años, la cesión de los terrenos públicos necesarios para la construcción y facilidades en la compra de los terrenos de particulares. La segunda compañía recibió, además de lo anterior, un subsidio en vales y la garantía de retorno de 6.5% sobre el capital invertido, que en proyectos posteriores se elevó a 7% durante 25 años. Finalmente, a partir de 1869 se otorgaron subsidios directos por kilómetro mediante la emisión de bonos de deuda pública. En Chile las dos modalidades principales, utilizadas sobre todo para promover el tendido de líneas en el centro-sur del territorio, fueron los subsidios fijos por kilómetro de vía y la garantía de retorno sobre el capital invertido. En México privó una sola modalidad: el subsidio por kilómetro construido, que a partir de cierto momento (mediados del decenio de 1890) sólo se otorgó a las líneas consideradas prioritarias. La concesión de tierras se consideraba riesgosa para la soberanía, dada la vecindad con Estados Unidos y la aún cercana experiencia de pérdida del territorio frente a ese país. La garantía de utilidades ni siquiera se contempló en los esquemas de financiamiento. Además del subsidio, se adoptó la práctica común de eximir a las empresas del pago de derechos a la importación de materiales y equipo y otorgar un derecho de vía (de 70 metros a ambos lados de la línea), para lo cual se tomaban gratuitamente los terrenos cuando eran públicos y se expropiaban (por causa de utilidad pública y mediante indemnización), cuando fueran de propiedad privada.

			Todas las modalidades tenían ventajas y defectos. La garantía de utilidades, común en las naciones sudamericanas, podía incentivar la sobrecapitalización de las empresas y dejaba en el aire la cuestión del costo efectivo que para el gobierno tendría la construcción del sistema. Daba lugar a construcciones de tramos con fines especulativos (de obtención de la garantía, más que de ofrecimiento de servicios de transporte), como sucedió en Colombia. Cuando la garantía se establecía como un valor fijo por kilómetro construido (como en Uruguay), alentaba la prolongación innecesaria de las líneas. Además, en el momento de operar las empresas, podía conducir a la práctica de otorgar servicios mínimos para reducir gastos o inflar los costos de operación (como en Argentina), puesto que el gobierno garantizaba sus ganancias. En Uruguay, donde estuvo en vigor este esquema desde la primera concesión en 1866, una década más tarde se buscaron formas de minimizar sus desventajas. Según explica Gastón Díaz en el capítulo respectivo, se supuso un costo fijo por kilómetro para el pago de la garantía (la cual en 1892 se redujo de 7 a 6%), y se estableció que las compañías debían devolver cualquier ganancia por encima de 8% anual al gobierno hasta completar la suma de las garantías pagadas en años anteriores. Durante el periodo de expansión, las empresas británicas en Uruguay casi nunca reportaron ganancias superiores a este tope, y por tanto, esto no sucedió. Sin embargo, el gobierno no pagó puntualmente la garantía acordada, y antes de 1892 (en que se regularizó su pago) frecuentemente lo hizo en bonos de deuda pública, reduciendo el costo del financiamiento. También en Argentina se introdujeron cambios en la política inicial para atenuar las fallas de este mecanismo. El acuerdo original, de un rendimiento de 7% durante 40 años, se modificó posteriormente para limitar tanto la tasa (a 5%) como la duración (a 20 años) de la garantía y a partir de 1895 fue sustituido por la entrega de títulos públicos.

			El otorgamiento de un subsidio por kilómetro podía alentar a las compañías a proyectar un trazado más largo de lo necesario y a construir líneas al menor costo posible, de manera que el subsidio cubriera la mayor parte de éste. De hecho, en Brasil se aplicaron ambos esquemas en forma sucesiva, y ambos fueron señalados como defectuosos: de la garantía de utilidades se decía que alentaba la ineficiencia, y del subsidio por kilómetro que promovía la construcción de líneas zigzagueantes y baratas. No obstante, en la segunda opción hay algunas ventajas que parecen hacerla preferible para un Estado promotor: permitía estimar de antemano con mayor grado de aproximación el costo de la construcción de cada línea y ponía en manos de las empresas la tarea de hacer que su inversión fuera rentable. Por otra parte, en varios casos, como Uruguay y México, los subsidios no se pagaron como se convino en los contratos de concesión. En Uruguay el incumplimiento se concentró en el periodo anterior a 1892 y representó una disminución de 2% en la rentabilidad media de las empresas. En México, a los pocos años de iniciado el programa de construcción una crisis financiera obligó al gobierno a suspender el pago de subsidios y a renegociar su forma, de modo que del pago en efectivo se transitó a bonos de la deuda interna y, en ciertas concesiones tardías, a certificados aduanales.

			Finalmente, las concesiones de terrenos baldíos constituían un mecanismo ideal para países de gran extensión, puesto que por un lado no representaban un gasto para el Estado y por el otro se trataba de recursos con un bajo costo de oportunidad que en manos privadas podían valorizarse y aprovecharse productivamente. En Estados Unidos fueron una de las estrategias de financiación que además impulsó la expansión hacia el Oeste, con consecuencias positivas para la colonización y el desarrollo de la agricultura en un esquema farmer de propiedades de regular tamaño. En Latinoamérica, este esquema se utilizó solamente en dos casos: Colombia y Argentina. En Colombia, según nos explica Juan Santiago Correa, impulsó un intenso proceso de privatización de la tierra que se concentró en pocas manos, con consecuencias sociales negativas, y sólo en algunas ocasiones significó también la ampliación de la frontera demográfica y agrícola hacia las zonas afectadas. En Argentina, una nación con tierra abundante y población escasa, es posible que los efectos se acercaran más a los que se produjeron en Estados Unidos, con un efecto favorable para la ocupación del territorio y la expansión de la frontera productiva. Ello, no obstante, lleva a preguntarse cuáles fueron las razones por las que este mecanismo se utilizó sólo en forma limitada, y por qué no se le prefirió en Brasil, el más extenso territorio de la región.

			El debate sobre el papel de los ferrocarriles en América Latina

			En los países avanzados, el acercamiento convencional al estudio de los ferrocarriles hasta mediados del siglo XX atribuía una significación crucial a esta innovación en el tránsito al crecimiento económico moderno. En la versión más conocida de esta interpretación, Walter Rostow consideró a los ferrocarriles el factor singular más importante en el despegue económico. En tanto industria (de la construcción de vías férreas), demandaba bienes de producción, recursos financieros y capital humano en una escala sin precedentes, brindando un estímulo vigoroso al desarrollo de todas las ramas de la actividad económica que podían proveerlos. En tanto oferente de servicios de transporte, contribuía a facilitar los traslados y a disminuir su costo, constituyéndose en un vehículo poderoso para la integración de mercados y la especialización productiva. En la terminología de Albert Hirschmann, el primero de estos efectos recibió el nombre de eslabonamientos (o enlaces) hacia atrás, mientras que al segundo se le denominó eslabonamientos (o enlaces) hacia delante.

			La incorporación de técnicas econométricas al campo de la historia económica que se produjo a partir de entonces en Estados Unidos abrió una nueva línea de acercamiento al estudio de los efectos económicos del ferrocarril que puso en cuestión el enfoque anterior. Con la nueva metodología, las percepciones más bien impresionistas sobre sus poderosos efectos podían ser puestas a prueba estadísticamente. En este contexto, la idea que con más frecuencia se ha sometido al análisis econométrico es la de la contribución directa de los ferrocarriles al crecimiento de la economía mediante la reducción en los costos de transporte. La técnica en cuestión consiste en calcular, bajo ciertos supuestos, cuántos recursos ahorró un país en un año determinado al trasladar determinados volúmenes de carga mediante el ferrocarril, en lugar de usar el medio de transporte alternativo más eficiente disponible. Como estos ahorros constituyen una determinada suma monetaria, es posible expresarlos como porcentaje del PIB del país en cuestión en el año elegido para la estimación.[2]

			Los resultados de este análisis sobre los llamados efectos directos del ferrocarril en el crecimiento para el caso de Estados Unidos fueron totalmente inesperados. En efecto, las investigaciones independientes de Robert Fogel y Albert Fishlow demostraron que, contra la percepción convencional y el sentido común, los ferrocarriles habían proporcionado un beneficio más bien modesto a la economía estadounidense, al arrojar ahorros sociales en el transporte de carga equivalentes a “tan sólo” 5% del PIB de un año en distintos momentos de la segunda mitad del siglo XIX. La técnica se difundió internacionalmente, arrojando respuestas contrastantes en los distintos países en que se aplicó: en algunos el beneficio habría sido mayúsculo, en otros moderado y en otros más, insignificante. Después de numerosos estudios casuísticos parece surgir un patrón acerca de los factores que condicionan la magnitud del impacto directo del ferrocarril en lo que se refiere al transporte de carga. En forma sintética, éstos serían una función del tamaño del sistema ferroviario, la disponibilidad (o no) de medios alternativos eficientes y de bajo costo y la elasticidad de la demanda de transporte respecto a los cambios en su precio. Lo que merece destacarse es que la percepción original acerca del impacto de los ferrocarriles en la economía cambió en forma definitiva a partir del empleo de este acercamiento. Mientras que los enlaces hacia atrás siguen siendo considerados como un poderoso factor de dinamización económica para los países avanzados, los efectos directos están en cada caso sujetos a medición y no pueden darse por sentados.

			El estudio de los ferrocarriles en América Latina se llevó a cabo durante muchos años bajo un horizonte interpretativo distinto, dominado por diversas versiones de la teoría de la dependencia. Con algunos matices, en la historiografía sobre el tema ha predominado la idea de que los ferrocarriles fueron construidos para facilitar la vinculación de las economías latinoamericanas con el mercado mundial en el marco de una división internacional del trabajo que les asignaba el papel de proveer de materias primas a los países avanzados. Ello explicaría que las inversiones se originaran en los países industriales, los cuales se encontraban interesados en promover esta vinculación para abastecerse de las materias primas en cuya producción también se involucraron. También explicaría, según la lógica dependentista, el que junto con los capitales se importaran los materiales y el capital humano empleados en el desarrollo de las obras, para estimular mediante estos enlaces a las economías de los países avanzados.

			Los elementos que integran esta idea conforman una visión básicamente negativa del fenómeno que nos ocupa. El proyecto de crecimiento ferroviario es reducido a ser parte de la “penetración” del capital extranjero en América Latina, con consecuencias negativas para la soberanía y para las opciones de desarrollo. En el mismo tenor, los ferrocarriles mismos se identifican con un vehículo para la extracción de riquezas y la distorsión de las economías, estrechando aún más las alternativas de crecimiento y ahondando la dependencia respecto a los países avanzados. Las inversiones ferroviarias son concebidas como resultado de una doble motivación por parte de los países avanzados: la búsqueda de destinos para la inversión y el interés por apropiarse de las materias primas que las economías latinoamericanas podían proveer. Esta lógica explica ciertamente el impulso que dio inicio al crecimiento ferroviario en algunas áreas de Latinoamérica, por ejemplo en el norte chileno. En este caso, el desinterés por construir un tejido ferroviario que rebasara el estrecho propósito de encauzar las exportaciones de minerales se tradujo en la fragmentación del trazado y en una variedad de anchos de vía que prácticamente imposibilitaba la interconexión. Pero ésta es una situación más bien extrema que, como veremos en seguida, no refleja la experiencia más común de la región.

			Aunque en algunos aspectos pretendemos matizar o cuestionar esta vertiente interpretativa, empecemos por conceder que esa doble motivación produjo un fuerte condicionamiento de los ciclos de la economía internacional sobre los ciclos de inversión ferroviaria. Así lo prueban los dos grandes episodios en que una crisis financiera internacional interrumpieron la construcción de vías: por un lado, la crisis de la casa bancaria Baring, que se hizo sentir desde Argentina hasta México a inicios del decenio de 1890, y por el otro la Gran Depresión de 1929, que marcó el fin de la era de la expansión en casi toda América Latina. Si bien esto es cierto, hay otros aspectos de la visión dependentista que requieren revisarse a la luz de la evidencia empírica para probar su validez. Un ejemplo concreto de esto tiene que ver con los eslabonamientos del sector ferroviario con otras actividades económicas, que la teoría de la dependencia suele negar o ver como contraproducentes al suponer que sus beneficios se concentraron en el sector exportador, lo cual habría favorecido una forma distorsionada de crecimiento e impedido la industrialización. Lo cierto es que, mientras que en las etapas iniciales del desarrollo ferroviario los enlaces hacia atrás fueron prácticamente nulos para las economías latinoamericanas —puesto que la demanda de bienes de producción y capital humano fue satisfecha por los países avanzados—, los enlaces hacia delante pudieron ser significativos, por lo que resulta crucial estimar en cada caso su magnitud. En el mismo sentido, no hay por qué asumir que sus efectos se restringieron a ciertos ámbitos de la actividad económica, por lo que es importante identificar sus áreas de influencia en cada caso particular.

			Respecto a la percepción negativa de la participación del capital extranjero en la construcción de los ferrocarriles latinoamericanos, es interesante hacer notar que en aquellos países en que la clase empresarial nativa, en ocasiones apoyada por el Estado, intentó promover con sus propios recursos la construcción de líneas férreas, el resultado fue muchas veces descorazonador. En Uruguay, los empresarios que se asociaron para construir el primer ferrocarril, pese a contar con la participación accionaria del Estado, no lograron concluir la línea con sus propios recursos, debiendo recurrir a la bolsa de Londres y posteriormente traspasar la línea a una compañía inglesa. En México, el esfuerzo inicial de otorgar concesiones a los gobiernos estatales que promoverían la participación de empresarios locales en la construcción de pequeños tramos de vía que eventualmente se unirían para conformar una red, derivó en el tendido de apenas 226 km de líneas en el lapso de cuatro años. Sin negar los aspectos negativos del condicionamiento externo, es preciso reconocer que sin los capitales provenientes de los países avanzados es probable que los ferrocarriles no se hubieran construido durante este periodo en América Latina. Como se mencionó, en un segundo momento el Estado fue más exitoso al participar directamente en el tendido de líneas con propósitos de soberanía e integración nacional, pero esto sólo fue posible una vez que se fortaleció en términos políticos y financieros, en parte como resultado del auge exportador.

			Por lo que se refiere a los enlaces hacia atrás, los estudios que se presentan en este volumen ofrecen una refrescante variedad de tonalidades respecto a la interpretación convencional. Si bien no todos los capítulos abordan este tema, los que lo hacen aportan dos matices principales a la explicación de corte dependentista. Un primer matiz consiste en ofrecer una explicación más compleja sobre las razones por las que, en el momento inicial, en estos países no se produjeron enlaces hacia atrás a medida que las economías adoptaban la innovación ferroviaria. En vez de responsabilizar a los intereses extranjeros de la imposibilidad de crear eslabonamientos hacia atrás en las economías latinoamericanas, se reconocen los constreñimientos internos que pudieron actuar en ese sentido. En la época en que dio inicio el proceso de expansión ferroviaria en América Latina, no existían los elementos necesarios para que la formación de las compañías y la construcción de líneas se alimentaran de las energías y recursos disponibles con que contaba cada nación. En proporción a las dimensiones de la empresa ferroviaria, los mercados de capital eran exiguos, las industrias productoras de bienes de capital inexistentes, lo mismo que las habilidades en ingeniería y de otro tipo que demandaba el sector.

			Un segundo matiz resulta también pertinente a partir de varias de las experiencias abordadas aquí. Si en un primer momento las economías no estaban en condiciones de proveer estos insumos y debían recurrir al exterior para satisfacer su necesidad, la construcción y operación de los ferrocarriles crearon las condiciones para que, en un segundo momento, algunos de ellos se produjeran internamente, al menos en el seno de las economías más desarrolladas de la región. Aunque este fue un proceso paulatino y de alcances limitados, su existencia contribuye a modificar la percepción habitual. Por ejemplo, en Brasil, aunque la mayor parte del material ferroviario era importado, desde las últimas décadas del siglo XIX empezaron a producirse algunos enlaces de carácter industrial. Tal como se explica en el capítulo de Lamounier, esto ocurrió particularmente en la construcción de carros y vagones, ruedas de locomotoras, ejes y otras piezas de ferrocarril, así como en la fabricación de ladrillos y azulejos. Su producción tenía lugar en numerosos talleres, “embriones industriales” de la época, tanto de las propias compañías ferroviarias como de empresarios privados que además ofrecían servicios de reparación y mantenimiento. Algo similar sucedió con el capital humano: mientras que al principio tuvo que ser llevado del exterior, la existencia de los ferrocarriles impulsó el establecimiento de escuelas politécnicas y de ingeniería, que progresivamente subsanaron la carencia inicial. En México, la operación de los ferrocarriles impulsó la explotación de los yacimientos carboníferos del norte, que desde el decenio de 1890 abastecieron parte del combustible utilizado por las locomotoras. En las primeras décadas del siglo XX, el petróleo mexicano sirvió para facilitar la transición energética de algunas empresas. La formación de maquinistas en escuelas establecidas entonces hizo posible la “mexicanización” del personal ferroviario en los primeros lustros del siglo XX. Finalmente, en esos mismos años dos terceras partes de la demanda de rieles empezó a satisfacerse con la producción de la primera planta siderúrgica de América Latina, que se estableció en el país con capitales nacionales en 1903. En Chile, para el decenio de 1920 se habían creado enlaces con plantas productoras de equipo ferroviario a las que el gobierno otorgó cierta protección desde 1888, contribuyendo al desarrollo de la industria mucho antes del inicio formal de las políticas de sustitución de importaciones. En Argentina, la participación de capitalistas nacionales en las empresas ferroviarias parece sugerir que el negocio ferroviario representó un estímulo al desarrollo del mercado de capitales en el país. En otros lugares, es ciertamente probable que la falta de yacimientos minerales (como en Uruguay) o el grado de atraso (como en Colombia o Perú) impidieran que la economía respondiera más enérgicamente a la demanda de capitales, insumos y personal calificado que representaba la introducción del ferrocarril.

			Pero acaso los mayores avances en nuestro conocimiento tienen lugar en lo que se refiere a los enlaces hacia delante. En este ámbito, los autores de este libro concuerdan en la percepción de que los principales efectos del ferrocarril en América Latina se produjeron en su función como medio de transporte. Si bien en muchos casos resulta evidente que la motivación original detrás de la expansión ferroviaria fue la de dar salida a los productos exportables, esta constatación no oculta la variedad de propósitos que se perseguían con la introducción de ferrocarriles y de resultados que se alcanzaron como consecuencia de su funcionamiento. Vale la pena destacar distintos patrones que se observan en este aspecto del problema.

			En un primer grupo de naciones, los ferrocarriles desempeñaron un papel importante en el desarrollo de un sector exportador y al mismo tiempo ejercieron efectos benéficos significativos en la colonización, la integración del territorio, la ampliación de la frontera productiva y la formación de un mercado interno. En los países más avanzados de la región, impulsaron también el desarrollo del sector moderno de la economía y la industrialización. Cabe hacer notar que en ocasiones las líneas férreas que cumplían una u otra función no necesariamente eran las mismas. Según nos explica Guillermo Guajardo, en Chile los ferrocarriles del norte sirvieron al propósito de dar salida a los minerales de exportación, mientras que los del centro-sur fueron fundamentales para la integración económica de la nación. Fenómenos similares tuvieron lugar en otros países, como Brasil y Argentina, en los que las primeras líneas se tendieron para favorecer las exportaciones, mientras que impulsos sucesivos, financiados en parte con los frutos del éxito exportador, surtieron efectos favorables en la dimensión interna.

			En México no parece tan evidente que el propósito original de la construcción de las líneas fuera alentar las exportaciones. Con excepción del pequeño sistema de ferrocarriles en la península de Yucatán, relacionados con la exportación de henequén, las vías férreas cruzaron el territorio de la República de norte a sur y de este a oeste, siguiendo el trazado de las rutas coloniales. De hecho, si se considera que las principales áreas exportadoras durante los inicios de la expansión se encontraban en la zona del Golfo de México —sin contar algunos polos de riqueza minera en el norte—, resulta un tanto forzado afirmar que las extensas vías que se tendieron con dirección norte-sur, atravesando una inmensa zona desértica, apuntaban al fomento de las exportaciones. Independientemente de cuál fuera su propósito original, sería casi imposible discernir la funcionalidad de las distintas líneas, como si ésta hubiera tenido un carácter excluyente. La ampliación de la frontera agrícola y demográfica, la creación de polos de desarrollo y de urbanización y una reorganización espacial de la actividad económica que permitió aprovechar mejor las ventajas comparativas de las distintas regiones beneficiaron a la economía como un todo, impulsando de manera concurrente la modernización económica y al sector exportador.

			En un sentido similar, cabe destacar los matices revisionistas que se perciben incluso en el caso de vías férreas que todos los estudiosos han considerado volcadas al mercado exterior. Un buen ejemplo lo proporcionan las líneas articuladas en torno al Río Magdalena, en Colombia, a cuya función innegable de conexión de las zonas cafetaleras con el mercado mundial debe añadirse, en opinión de Correa, el papel que jugaron en la integración de las diversas zonas entre sí y en la apertura de nuevos ejes de colonización agrícola. Junto a ellas existieron otras rutas que dinamizaron la actividad económica regional y crearon circuitos agroganaderos y mineros al interior de los departamentos.

			En los años recientes se ha dado una revaloración de la dimensión interna de la contribución de los ferrocarriles a las economías de América Latina. En todos los casos estudiados aquí se reconoce el importante papel desempeñado por este medio de transporte en la consolidación política, la colonización y el desarrollo de áreas de la actividad económica conectadas con el sector interno. Sin embargo, tal vez sería también pertinente revalorar en un sentido positivo su papel en los procesos exitosos de integración al mercado mundial que tuvieron lugar en este periodo. En efecto, no puede perderse de vista que, al fin y al cabo, la difusión de la innovación ferroviaria fuera de los países avanzados se debió a un proceso de integración de la economía mundial y que fue en ese contexto que el ferrocarril ejerció sus mayores efectos. Ello requiere, no obstante, una revaloración de la era de las exportaciones que construya una imagen más balanceada, matizando la interpretación convencional e incorporando los efectos positivos de ese fenómeno. En economías como las de Argentina, Uruguay, Chile y Cuba los ferrocarriles contribuyeron al despliegue de un sector exportador que permitió aprovechar sus ventajas comparativas y comenzar a explotar recursos que permanecían ociosos. En algunos de ellos, como es notablemente el caso de Cuba, el incuestionable éxito de ese proceso es opacado por las distorsiones que la especialización excesiva pudo haber impuesto al desarrollo económico de largo plazo. Incluso en una situación como ésta, cabe preguntarse cuáles eran las alternativas realmente asequibles en esa época, y si éstas hubieran producido mejores frutos. Cualquiera que sea la respuesta a esta pregunta, es incuestionable que en todos los casos el auge exportador proporcionó grandes beneficios a las economías de la región. Entre ellos cabe destacar varias décadas de crecimiento sostenido y de prosperidad en las finanzas públicas, así como el impulso de obras de infraestructura, no sólo ferroviaria, que favorecieron la expansión de otras ramas productivas, todo lo cual representaba una mejora sustancial respecto a la trayectoria anterior.

			Frente a la revaloración positiva de los efectos del ferrocarril que se aprecia en casi todos los textos que componen este volumen, llaman la atención aquellos casos en que éste parece haber tenido un efecto modesto o incluso insignificante en la economía. De acuerdo con los autores de los capítulos respectivos, ésta habría sido la experiencia de Uruguay y Perú. En el primero de estos países, Gastón Díaz matiza las interpretaciones convencionales marcadamente negativas, destacando efectos benéficos como la consolidación de Montevideo frente a las fuerzas centrífugas del interior y la modernización del sector ganadero (mediante el transporte del ganado a bajo precio para conducirlo a los frigoríficos). Sin embargo, sugiere que los efectos fueron pobres frente a las expectativas generadas y respecto a lo que sucedió en otros países. Por lo que se refiere a Perú, entre los efectos positivos del ferrocarril Luis Felipe Zegarra destaca los de conectar a algunos pueblos de la sierra y reducir drásticamente la velocidad de los traslados. Sin embargo, menciona dos constreñimientos fundamentales: por un lado, que el trazado ferroviario no alcanzó a la mayor parte de la población, de manera que 85% del total sólo tenía acceso a medios primitivos de transporte; por el otro, que en ciertos traslados, el flete ferroviario resultaba más elevado que el de la alternativa tradicional, tema sobre el que volveremos más adelante. Lo interesante acerca de estos casos es que las limitaciones al impacto estaban dadas por circunstancias en principio ajenas al ferrocarril. En Uruguay, por la escasez de inmigración y de apoyo estatal para la colonización en zonas abiertas por el ferrocarril que eran aptas para el cultivo. En Perú, por la limitada extensión y el reducido alcance de la red ferroviaria, en buena medida como resultado de las dificultades técnicas y el alto costo que representaba la construcción a través de la cordillera de los Andes.

			Al estudiar los efectos que el ferrocarril tuvo en las formas y los costos de transporte, los capítulos arrojan resultados un tanto inesperados —por lo menos respecto al efecto generalmente positivo que cabría esperar conforme al sentido común—. En varios casos el efecto fue inequívocamente favorable, pues el transporte ferroviario ofreció una alternativa más eficiente y a un costo menor para la comunicación interior. Por ejemplo, en Argentina el costo medio por tonelada/kilómetro cayó (en pesos corrientes) de 0.035 pesos oro a mediados del siglo XIX a 0.015 en 1884 y a 0.010 en 1913. En México, en un promedio que incluye las cinco empresas de mayores dimensiones, ese indicador cayó (en pesos constantes de 1900) de 15 centavos en 1880 a 2.5 centavos en 1910. Sin embargo, en lugares como Uruguay, Perú y algunas zonas de Brasil, los ferrocarriles no desplazaron completamente a los medios tradicionales debido a que éstos ofrecían ventajas de costo y disponibilidad que aquellos no pudieron superar. En Brasil, por ejemplo, la existencia de ferrocarriles no resolvía por sí misma todos los problemas de transporte, pues deficiencias como la diversidad de anchos de vía o una ubicación inadecuada de las estaciones creaban limitaciones a su utilización. El caso de Perú es elocuente en este sentido, pues mientras que en algunas zonas el transporte ferroviario era el más económico, en otras ofrecía ventajas poco relevantes en el contexto social del país, como la seguridad y la velocidad en el traslado, mientras que los medios tradicionales los superaban en un aspecto crucial: eran más baratos. En otros lugares como Chile y Colombia, las tarifas ferroviarias sí eran más bajas y beneficiaron a la economía, pero a costa de la rentabilidad de las empresas, lo cual fue hasta cierto punto contraproducente pues redujo el atractivo de la inversión en el sector.

			El enfoque del ahorro social ha contribuido a conformar una imagen más precisa del impacto directo de los ferrocarriles en algunas de las economías de América Latina. De acuerdo con las investigaciones de John Coatsworth, Alfonso Herranz y William Summerhill, que en parte se retoman en los capítulos que conforman el libro, existe una gran variedad de resultados, que se corresponden con los diversos elementos condicionantes del impacto en cada país. En Argentina, Brasil y México, donde los ferrocarriles contribuyeron a una reducción considerable en los costos del transporte y sirvieron grandes territorios que gracias a ellos se abrieron a la actividad económica, los ahorros sociales por concepto de carga fueron elevados. Dependiendo de los supuestos que se adopten, cálculos para años anteriores a la primera Guerra Mundial indican que aquéllos podrían estimarse (como porcentaje del PIB) en 18% para Brasil, 25% para México y 26% para Argentina.[3] En cambio, en Perú, donde los ferrocarriles tuvieron una penetración territorial y demográfica limitada, los ahorros sociales habrían sido reducidos y tardíos, alcanzando un máximo en 1918, de 9% del PIB. Razones similares limitaron los efectos directos del ferrocarril en Colombia, pues no sólo la red ferroviaria fue pequeña y de construcción tardía, sino que la comunicación fluvial ofreció una alternativa eficiente y económica durante todo el periodo. Ello explica que, en la estimación máxima proporcionada por María Teresa Ramírez, el ahorro social haya sido a lo sumo de 8% del PIB en 1927. Resultados similares se obtienen en territorios pequeños y poco poblados, ejemplificados aquí por el caso de Uruguay, el cual además disponía de medios eficientes y baratos de transporte alternativo, particularmente en las zonas ribereñas. De ahí que la estimación de Herranz para este país sea de apenas 6% del PIB para 1912. El interés de este indicador radica en cuantificar el impacto directo que, en términos macroeconómicos, tuvo el ferrocarril en la economía bajo ciertos supuestos. No obstante, es preciso tener en mente los muchos efectos indirectos que no son capturados por este indicador y que favorecieron la actividad económica de las comarcas atravesadas por el ferrocarril. Entre ellos cabe mencionar la ampliación de la frontera agrícola, la integración de mercados de creciente amplitud y la reorganización espacial de las actividades económicas, todos ellos coadyuvantes a una más eficiente utilización de los recursos y a un mejor desempeño de la economía.

			Un último aspecto a considerar en este apartado es el de la rentabilidad de las empresas. Aunque no todos los capítulos profundizan en esta dimensión del fenómeno, puede inferirse que las experiencias fueron muy diversas de un país a otro e incluso de una empresa a otra dentro de un mismo país. La rentabilidad de una empresa dependía de numerosos factores, algunos de los cuales tenían que ver con el entorno de inserción y otras con la propia dinámica empresarial. Como era de esperarse, las compañías ferroviarias que por lo general registraron utilidades fueron aquellas que se establecieron en las regiones que exhibían un cierto nivel de desarrollo al momento de su arribo, puesto que desde el inicio de sus operaciones explotaron una demanda ya existente y contribuyeron a desarrollarla aún más. El caso más elocuente es el del Ferrocarril de Panamá, que en sus mejores años se encontró entre los más rentables del mundo. En México, ésta fue la experiencia del Ferrocarril de Veracruz. En Cuba, con alguna excepción, las empresas ferroviarias fueron considerablemente rentables a lo largo de todo el periodo. En Uruguay pagaron un retorno de 3% sobre el capital como promedio entre 1869 y 1913 mientras que la inversión en deuda pública ofrecía 7% de interés; es decir, un rendimiento aceptable si se le compara con otras naciones pero bajo con respecto a otros campos de inversión en ese país. Para no ir más lejos, las líneas que se construyeron con propósitos desarrollistas, independientemente del lugar, tuvieron un menor éxito económico, que dependió en buena medida de la capacidad de respuesta de las áreas abiertas a la actividad. En esta situación se encontraron las líneas que en Brasil, Argentina, Chile o México contribuyeron a poblar zonas distantes e integrar el territorio nacional, con matices derivados de características propias de cada empresa o de las circunstancias de cada país. Esto explica en parte el contraste entre líneas muy exitosas y otras con baja o nula rentabilidad. Un ejemplo, tomado de Summerhill, es el de los ferrocarriles São Paulo y Central de Brasil: mientras que el primero ofreció tasas de retorno de alrededor de 10% entre 1900 y 1913, el segundo exhibió tasas negativas en promedio durante el mismo periodo. Otras razones tienen que ver con la sobrecapitalización de las líneas, que afectó a muchas empresas en México, o con la depreciación de la moneda, que incidió negativamente en la rentabilidad de todo el sector ferroviario en este país. En algunos casos, la garantía otorgada por el Estado mejoró la rentabilidad de las compañías, como ocurrió en Argentina, Uruguay y Brasil. En Colombia, de acuerdo con estimaciones recientes de Meisel, Ramírez y Jaramillo, al menos las empresas ferroviarias construidas en el decenio de 1920 tuvieron retornos positivos, aunque descendentes: en promedio pasaron de alrededor de 9% en 1925 a 3% anual en el decenio de 1930, aunque con grandes variaciones de una empresa a otra.

			Aun cuando éste es sin duda uno de los aspectos que requieren una investigación más profunda, de los trabajos realizados hasta ahora se desprenden dos conclusiones preliminares. Primera, que —como sugiere Gastón Díaz para Uruguay—, a la luz de las áreas alternativas de inversión existentes en cada país, es probable que la inversión en ferrocarriles no compensara el costo de oportunidad de los recursos dedicados a ese sector. Segunda, que los beneficios privados de las empresas ferroviarias se encontraron por debajo de los beneficios sociales que los ferrocarriles proporcionaron en todos los países de la región.

			El declive

			El fin de la expansión ferroviaria debe explicarse en parte por el cierre de un ciclo epocal en el movimiento internacional de capitales y sus consecuencias en la economía global, que para América Latina representó el fin de la era de las exportaciones. Esta transformación se inició con la primera Guerra Mundial y culminó con la Gran Depresión de 1929. El fin del ciclo exportador puede haber provocado el cese en el tendido de vías férreas, pero no tendría por qué haber provocado un declive prolongado en el sector ferroviario como el que se aprecia en los países de la región. En efecto, después de 1930 no sólo las redes ferroviarias prácticamente dejaron de crecer, sino que empezaron a deteriorarse en distintos aspectos y terminaron siendo desplazadas de la centralidad económica que habían disfrutado hasta entonces. Conviene reflexionar acerca de los factores que contribuyen a explicar este resultado.

			Desde una postura dependentista, alguno podría sentirse tentado a sugerir que esto se debió a que los ferrocarriles tenían una disposición geográfica apropiada para dar salida a los productos primarios, pero no para sustentar un proceso de industrialización y de crecimiento hacia dentro. Aquélla pudo haber sido, en efecto, la motivación original para construir ferrocarriles en las áreas productoras de bienes exportables. No obstante, incluso en las economías más pequeñas, el prolongado auge de las exportaciones impulsó la construcción de infraestructura ferroviaria más allá de los circuitos exportadores, extendiendo los alcances del ferrocarril a distintas zonas geográficas y a nuevos ámbitos de la actividad económica. En economías más diversificadas o complejas, el transporte ferroviario promovió transformaciones estructurales que contribuyeron a la urbanización y al tránsito hacia la industrialización. Si aquella noción fuera cierta, el fin del modelo exportador debió haber provocado la crisis de las líneas vinculadas a la exportación, pero no de todo el sistema ferroviario, como de hecho sucedió. Lo que es más, las redes carreteras que se tendieron en las siguientes décadas no adoptaron un diseño radicalmente distinto al del tejido ferroviario construido en el marco del modelo exportador. De hecho, en muchas ocasiones siguieron un trazado similar, incluso paralelo, y tuvieron éxito en atraer la carga que generaba el crecimiento hacia dentro. Las razones del declive deben buscarse, pues, en otra parte.

			Aunque la comprensión de ese fenómeno amerita una investigación más profunda, vale la pena reflexionar sobre el papel que pudieron desempeñar algunos factores que actuaron en esa coyuntura. Un primer fenómeno coincidente en el tiempo fue la aparición, en el ámbito global, de corrientes nacionalistas e intervencionistas que llevaron a una presencia creciente del Estado en la economía, lo cual naturalmente incidió en el sector ferroviario. En algunos países, como Chile y Brasil, la participación estatal en la propiedad de líneas férreas empezó desde las últimas décadas del siglo XIX. A partir de la primera Guerra Mundial, el Estado ocupó los huecos que, en términos de propiedad y operación de las líneas, fueron dejando las empresas privadas, particularmente extranjeras, en todos los países de América Latina. En algunos casos, como los de Uruguay y México, la intervención del Estado fue precedida por procesos de fusión entre las distintas compañías privadas que provocaron aprensión respecto al control que podían llegar a ejercer sobre este sector estratégico. Así, contra lo que cabría pensar, la retirada de los intereses extranjeros del negocio ferroviario no siempre fue el resultado de su propia iniciativa: en ocasiones aquéllos fueron desplazados como resultado de una decisión de los gobiernos nacionales respecto a lo que en ese momento consideraron como un ámbito esencial para el desarrollo nacional. Fue así como, a fines de la primera década del siglo XX, el gobierno mexicano adquirió la mayoría accionaria de las principales compañías e inauguró un modelo inédito en la región: el de propiedad mixta, con control accionario del gobierno y gestión privada, de la que sería la mayor corporación ferroviaria de Latinoamérica. En la misma década, en República Dominicana y Jamaica el gobierno adquirió ferrocarriles que habían sido construidos con capital estadounidense. En Chile, según narra Guajardo, el ámbito de propiedad estatal de las vías férreas se fue ensanchando hasta rebasar al de propiedad privada en 1911 y continuó ampliándose en los siguientes años ante el debilitamiento de los intereses británicos. En Uruguay, un gobierno con posturas a la vez modernizadoras y nacionalistas puso en práctica medidas que desalentaron la inversión extranjera —en este caso británica— en el sector ferroviario. En todos los casos mencionados, este ensanchamiento de la esfera estatal se empezó a producir incluso antes de la primera Guerra Mundial. En el resto de los países también se intensificó la participación del Estado en el sector ferroviario, aunque en ocasiones en forma un poco más tardía, exhibiendo grados variables de intervención. La nueva participación estatal se generalizó en la región a partir de los años veinte e incluyó aspectos como la planeación de los nuevos tramos a construir, una regulación más estricta de la operación de las compañías, la supervisión técnica de su funcionamiento diario, la determinación de las tarifas y la coparticipación en la gestión y la propiedad de las líneas.

			Cabría preguntarse hasta qué punto la creciente presencia estatal resultó benéfica para el desenvolvimiento del sector ferroviario. En algunos países, como Uruguay, Chile y República Dominicana, la inversión del Estado permitió ampliar el tejido ferroviario hasta zonas que habían sido desatendidas por las empresas privadas. En Argentina, aquél retomó en los años veinte la construcción de líneas que había iniciado en 1909 y promovió nuevas conexiones con Chile y Bolivia, aunque todas estas obras se vieron abruptamente interrumpidas por el impacto de la Gran Depresión. En Chile, el gobierno inició un importante proceso de modernización técnica del sistema ferroviario a su cargo, que incluyó el tránsito energético del carbón al petróleo y la electricidad en la línea de Valparaíso a Santiago. En México, la “mexicanización” de las principales empresas en la primera década del siglo permitió eliminar tramos paralelos que se habían construido con fines competitivos, racionalizar la administración y lograr economías que redundaron en una mayor eficiencia operativa. Sin embargo, la Revolución mexicana dio al traste con este modelo de propiedad mixta y gestión privada distorsionando sus propósitos originales y haciendo de la gestión autónoma una ficción. A partir de entonces, el gobierno intervino en forma abierta o velada en el nombramiento de funcionarios, las políticas tarifaria, laboral, de adquisiciones y de operación, imponiendo constreñimientos estructurales al desenvolvimiento de la empresa.

			De hecho, el caso de México es una buena ilustración de los claroscuros que exhibió la presencia estatal en el sector ferroviario. En especial, vale la pena reparar en algunos de los efectos negativos cuyo peso en el desempeño del sector se aprecia en todos los países y no se puede menospreciar, aunque no sea fácil de sopesar. Por una parte, la creciente injerencia gubernamental en la fijación de tarifas condujo a la determinación de topes y restricciones que derivó en una reducción de los ingresos de las compañías. Por la otra, el alza de salarios resultante de la movilización obrera apoyada por el Estado mejoró la situación de los trabajadores, pero aumentó considerablemente los costos de operación. La combinación de bajas tarifas y altos costos laborales resultó perjudicial para muchas empresas, pues no sólo detuvo la inversión en el reemplazo y actualización del equipo obsoleto, sino que debilitó progresivamente su situación financiera. Al mismo tiempo, la nueva postura restrictiva por parte del Estado desalentó las nuevas inversiones que hubieran podido contribuir a completar y modernizar el sistema. Privados de crecimiento, inversión e innovación tecnológica, los ferrocarriles fueron tácitamente condenados a una larga decadencia.

			Este fenómeno ascendente, pero no lineal, de intervención estatal culminó en procesos de nacionalización que colocaron al sector ferroviario bajo el control del Estado en los años comprendidos entre 1937 y 1971. México abrió esta secuencia con la nacionalización de la principal empresa en aquel año, aunque la de todo el sistema sólo se concluyó en 1970. Tal como reportan los autores de este volumen, le siguieron República Dominicana (1944), Argentina (1946-1948), Uruguay (1948), Brasil (1957), Cuba (1959) y Perú (1971). Las modalidades de esta transición hacia la propiedad estatal de los sistemas ferroviarios fueron muy distintas. En Cuba, como explica Zanetti, se trató de un proceso progresivo que pasó por la nacionalización de una de las dos grandes empresas y el apoyo a la modernización de la otra antes de culminar en la nacionalización de todo el sistema. En Perú y México se produjo mediante la expropiación de los activos ferroviarios por la cual se acordó el pago de una indemnización. En Argentina se llevó a cabo por medio de negociaciones con las empresas para su adquisición por parte del Estado. En Uruguay se produjo como resultado de la venta de las empresas británicas al Estado uruguayo para pagar la deuda acumulada por el Reino Unido con ese país durante la segunda Guerra Mundial. Como se vio, Chile constituye un caso aparte, en el que la temprana y creciente participación del Estado en el sector no pasó por actos de expropiación, pero lo llevó a controlarlo desde el primer tercio del siglo XX.

			Un segundo factor a considerar en el declive del sector ferroviario es el de la problemática laboral, brevemente mencionada antes. En todo el mundo, los años posteriores a la primera Guerra Mundial fueron de un ascenso incontenible del movimiento obrero, y América Latina no fue la excepción. En esta región, la resistencia original a los avances de los trabajadores organizados fue reemplazada frecuentemente por algún grado de respaldo estatal, en general bajo la forma de alianzas populistas que favorecían ciertas reivindicaciones obreras al mismo tiempo que legitimaban al régimen. Para lo que aquí interesa, el resultado de esta movilización fue el logro de progresos sustantivos en materia de organización, contratación, derechos, ingresos y prestaciones laborales. Entre ellos cabe mencionar conquistas relacionadas con el proceso de trabajo, como la reducción en la jornada laboral, aumentos salariales e indemnización por despido o accidente, y otras que daban mayor poder de negociación a los trabajadores, como la legalización de los sindicatos obreros, la contratación colectiva y el derecho de huelga. Estos logros hacían más complejas las condiciones en que operaban las compañías. Ante todo, demandaban una parte creciente de sus ingresos para pagar salarios, prestaciones e indemnizaciones, sin que ello se compensara necesariamente con aumentos en la productividad del trabajo. Pero asimismo les imponían condiciones que se consideraban poco compatibles con una administración y operación eficientes, como la promoción fundada en la antigüedad y no en la calificación laboral. Todo ello creaba un contexto radicalmente distinto al que vio nacer a las compañías ferroviarias y que representaba un reto significativo para su supervivencia, fueran éstas de carácter privado o público. En el primer caso, las pérdidas empeoraban su situación financiera empujándolas al endeudamiento o al deterioro de los servicios que podían ofrecer; en el segundo, obligaban al Estado a subsidiarlas, aunque sólo fuera para mantener un servicio que se deslizaba hacia el mínimo indispensable.

			Un tercer factor hizo su aparición en este contexto de por sí desfavorable para el sector ferroviario. A partir del decenio de 1920, países como Cuba y México empezaron a construir carreteras modernas, aptas para ser utilizadas por el transporte automotor que se iba introduciendo en la región desde principios del siglo. Ello no representó en todas partes una amenaza inmediata para las compañías ferroviarias. De hecho, en algunos países (como Perú y Colombia) éstas se encontraban aún en fase expansiva y en otros (como Argentina y Uruguay) registraron en este decenio su mayor éxito en términos de volúmenes de carga y rentabilidad empresarial. No obstante, anunciaba el inicio de una rivalidad muchas veces agudizada por decisiones gubernamentales respecto al diseño de la red carretera. Aun cuando la Gran Depresión interrumpió temporalmente esos proyectos, en las décadas siguientes la construcción de caminos pavimentados y autopistas cobró ímpetu en toda la región y se colocó en el centro de las prioridades del Estado. De hecho, el desarrollo de este sector fue presentado entonces como la nueva panacea para el logro de la modernización económica —en forma parecida a lo que había sucedido con el ferrocarril medio siglo atrás—. En Argentina y México, el tendido y pavimentación de caminos formó parte de la política de reactivación económica tras la crisis de 1929, concentrando una porción creciente de recursos estatales y, al menos en el segundo caso, de capital nacional, mediante la venta de bonos de deuda interna y el impulso adicional de la retórica nacionalista. En un juego cercano al de suma cero, esto de por sí implicaba desplazar a los ferrocarriles de las preferencias de inversión de los agentes públicos y privados, desalentando, al menos, cualquier nuevo esfuerzo de construcción.

			Inicialmente, muchas carreteras se planearon para complementar el sistema ferroviario, como en Chile y Brasil. No obstante, de manera progresiva los caminos carreteros empezaron a prolongar su trazado original hasta alcanzar autonomía y rivalizar con el ferrocarril. En otros países, y contra lo que dictaría el sentido común, las carreteras se tendieron desde el comienzo en forma paralela a las líneas férreas, como sucedió en Uruguay. La alternativa aparente habría sido la de construir una red de carreteras y autopistas que complementara el trazado de la red ferroviaria en zonas que ésta no había alcanzado a cubrir, ampliando el alcance geográfico y aumentando la penetración del transporte moderno (ferroviario o carretero) en el conjunto del territorio. Éste fue el plan que se adoptó en Perú hasta 1930, pero después de ese año se impulsó a las carreteras como sustituto de los ferrocarriles, utilizando incluso las ganancias obtenidas en éstos para financiar aquéllas. La razón para privilegiarlas era, según explica Zegarra, el alto costo de los fletes ferroviarios. En Dominicana los caminos conectaron a las principales poblaciones en una medida no alcanzada por los ferrocarriles, desplazándolos paulatinamente; en Puerto Rico, por su cobertura y diseño marginaron por completo al sistema ferroviario. En general, el trazado coincidente entre la red ferroviaria y la red carretera condenaba a ambos sistemas a competir entre ellos, en un contexto que claramente favorecía al segundo a costa del primero. La mayor flexibilidad y menor costo del transporte carretero (más apto, por ejemplo, para cargas pequeñas y en distancias medias y cortas) terminó por prevalecer, marginando a los ferrocarriles de su antigua centralidad económica. En países dotados de medios de transporte fluvial, como Colombia, los ferrocarriles quedaron atrapados entre dos modelos que, por distintas razones, los marginaban: la carga de alto valor fue crecientemente movilizada mediante vehículos automotores, mientras que la de valor más bajo recurrió, siempre que fue posible, al transporte fluvial. De ahí que, en el mediano y largo plazos, la competencia de otros medios de transporte, fundamentalmente del carretero, actuó como un factor que ayudó al prolongado ocaso del sector ferroviario.
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